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Una nueva obligación empresarial: el plan de 
movilidad sostenible al trabajo.

Hace más de 11 años el Parlamento Europeo 
en su informe sobre movilidad urbana sostenible 
destacaba que «la movilidad no es un fin en sí, 
sino que debería ser un derecho para todos» de-
terminante para el ejercicio de múltiples derechos, 
como pueden ser la  libertad de elección del lugar 
de residencia y el ejercicio efectivo del derecho 
al trabajo,  o  para el acceso a servicios públicos 
esenciales como son la educación y formación, la 
sanidad u otros bienes como son el ocio y disfrute 
del tiempo libre.

El pasado 4 de diciembre se publicaba en el 
BOE, la Ley 9/2015, de 3 de diciembre, de movi-
lidad sostenible, que efectúa un tratamiento trans-
versal de la movilidad con el objeto de fomentar 
una movilidad más sostenible. Aunque, como re-
conoce la propia norma,  gran parte de su conteni-
do en puramente programático para dejar un am-
plio espacio al desarrollo normativo por parte de 
las Administraciones a quienes compete formular 
sus propias políticas de movilidad sostenible, su art 
26, sí establece una concreta obligación para las 
empresas, el plan de movilidad sostenible al traba-
jo (PMST), transformado la movilidad corporativa 
de una recomendación propia de la RSC a una 
obligación legal de alcance laboral, llegando intro-
ducir la movilidad como materia obligatoria en la 
negociación colectiva. Veamos cuáles son sus prin-
cipales características para reconducir a sus justos 
términos esta nueva obligación:

• ¿Qué empresas están obligadas a 
tener un PMST? Aquellas que tengan más 
de 200 personas trabajadoras en un mismo 

centro de trabajo, no en la empresa, o «100 
por turno». Una obligación que también se 
aplica, con dichos umbrales numéricos, a las 
entidades pertenecientes al sector público es-
tatal de acuerdo con lo establecido en el artí-
culo 2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público.

• ¿En qué plazo debe disponerse de 
dicho Plan? 24 meses desde la entrada en 
vigor de la ley, el 5 de diciembre de 2027.

• ¿Cómo debe elaborarse el PMST? 
El plan debe ser negociado con la Represen-
tación Legal de las Personas Trabajadoras 
(RLPT). En centros sin representación, se de-
berá constituir una comisión ad hoc con los 
sindicatos más representativos del sector, si-
guiendo el modelo de los Planes de Igualdad.

Los planes deben partir de un diagnóstico 
detallado de la movilidad del centro de traba-
jo que incluya los medios de transporte utili-
zados, distancias y tiempos de desplazamien-
to, zonas de origen, factores que condicionan 
el acceso y emisiones generadas. A partir de 
este análisis, la empresa deberá fijar objetivos 
de reducción de emisiones alineados con la 
jerarquía de la movilidad, que prioriza cami-
nar, la bicicleta y el transporte público, dejan-
do el vehículo privado como última opción.

• ¿Cuál es el contenido posible del 
PMST? Los planes deben contener solucio-
nes de movilidad sostenible ajustadas tanto a 
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las necesidades específicas del centro de tra-
bajo como a las de las personas que acuden a 
él, sean trabajadores, visitantes, proveedores 
u otros usuarios. El concreto contenido será 
el acordado por la comisión negociadora 
constituida por la empresa y la representa-
ción legal de las personas trabajadoras, pero 
la norma establece como posibles medidas 
a incluir: el impulso de la movilidad activa, 
el transporte colectivo, la movilidad de ba-
jas emisiones, soluciones de movilidad tanto 
compartida como colaborativa, soluciones 
para facilitar el uso y recarga de vehículos 
cero emisiones, el teletrabajo y la flexibilidad 
horaria en los casos en los que sea posible, 
medidas relativas a la mejora de la seguridad 
vial y prevención de accidentes en los despla-
zamientos al centro de trabajo, por lo que se 
fomentará la formación en ambas vertientes.

• Tarjetas de transporte. Se prevé que, 
a efectos de dar cumplimiento a lo dispues-
to en este artículo, las entidades públicas y 
empresas podrán ofrecer a sus empleados 
tarjetas de transporte tramitadas a través de 
una empresa emisora de vales de transporte 
en los términos previstos en el artículo 42.3.e) 
de la  Ley 35/2006 reguladora del IRPF (se 
consideran rendimientos del trabajo en espe-
cie exentos hasta 1.500€ anuales por persona 
trabajadora)

• Seguimiento y evaluación del 
PMST. Los planes de movilidad sostenible 
al trabajo deberán ser objeto de seguimiento 
para evaluar el nivel de implantación de las 
actuaciones y medidas recogidas. De manera 
obligatoria, en el plazo de dos años desde la 
aprobación del plan, se debe elaborar un in-
forme de seguimiento, que se renovará cada 
dos años durante la vigencia del plan.

• Para los centros de trabajo de alta 
ocupación (aquellos que cuentan con más 
de 1.000 personas trabajadoras situados en 
municipios o áreas metropolitanas de más de 
500.000 habitantes), las entidades públicas y 

privadas deberán incluir medidas adicionales 
que permitan reducir la movilidad de las per-
sonas trabajadoras en las horas punta o du-
rante la jornada laboral y promover el uso de 
medios de transporte de bajas o cero emisio-
nes y de servicios de movilidad colaborativa.

• Los grandes centros de actividad 
(por ejemplo, parques empresariales, centros 
logísticos, hospitales y centros comerciales, 
corresponde a los Ministerios de Transportes 
y Movilidad Sostenible y de Trabajo y Eco-
nomía Social, previo informe del Foro Te-
rritorial de Movilidad Sostenible, establecer 
conjuntamente los criterios para identificar-
los) deberán aprobar y revisar periódicamen-
te (cada 5 años) un plan de movilidad sosteni-
ble y designar un gestor de movilidad.

• La movilidad sostenible en la ne-
gociación colectiva. Se modifica el art. 85 
del TRLET para añadir el deber de negociar 
medidas de movilidad sostenible orientadas 
a buscar soluciones de movilidad que con-
templen el impulso del transporte colectivo, 
la movilidad de bajas emisiones, la movilidad 
activa y la movilidad compartida o colabo-
rativa, de cara a conseguir los objetivos de 
calidad del aire y reducción de emisiones, así 
como a evitar la congestión y prevenir los ac-
cidentes en los desplazamientos al trabajo.

• Carácter supletorio. Gran parte de la 
regulación prevista en la Ley opera con ca-
rácter supletorio respecto de lo que disponga 
la normativa autonómica y la ordenación ur-
banística municipal, que habrá que verificar 
en cada caso.

• Régimen sancionador. La norma ti-
pifica, en el art. 106, “el incumplimiento de la 
obligación de disponer de los planes de mo-
vilidad sostenible al trabajo en el plazo al que 
hace referencia el artículo 26, cuando con 
ello se produzca un perjuicio para el sistema 
de movilidad” como una infracción leve san-
cionable con una multa de 101 a 2000€.
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El BOE de 27 de noviembre publicaba el 
Real Decreto 1065/2025, de 26 de noviembre, 
por el que se desarrolla el régimen del 
contrato formativo, previsto en el artículo 11 
del Estatuto de los Trabajadores. Desarrolla 
de forma integral el régimen del contrato 
formativo en sus dos modalidades (formación 
en alternancia y prácticas profesionales), 
refuerza su componente educativo y fija 
límites y garantías laborales más estrictas para 
empresas y personas trabajadoras. Supone la 
derogación y sustitución del esquema anterior 
de contratos formativos (RD 488/1998, RD 
1529/2012 y Orden ESS/2518/2013).

Destaquemos sus aspectos más relevantes en 
10 bloques temáticos:

1. Entrada en vigor: entró en vigor a los 20 
días de su publicación en el BOE, por lo tanto, el 
17 de diciembre. No obstante, debe destacarse que 
no resulta aplicable a los contratos celebrados antes 
de su entrada en vigor, que seguirán rigiéndose 
por la normativa que les era de aplicación.

2. Límite de contratos formativos por 
centro de trabajo. Por primera vez se fija un cupo 
máximo de contratos formativos simultáneos por 
centro de trabajo, en función de la plantilla: hasta 3 
contratos en centros de hasta 10 personas, 7 entre 
11 y 30, 10 entre 31 y 50, y 20% de la plantilla 
en centros de más de 50 personas. No computan, 
a efectos de este límite, las personas con contrato 
formativo ni las personas con discapacidad o 
capacidad intelectual límite contratadas bajo esta 
modalidad. La negociación colectiva sectorial 
podrá reducir, no ampliar, el número.

3. Contenido de la norma. Se centra en las 
garantías laborales y deja a la normativa de FP y 
universitaria el detalle del contenido estrictamente 
educativo, salvo en el ámbito del Catálogo de 

Especialidades Formativas del Sistema Nacional 
de Empleo, que sí se regula aquí.

4. Contrato de formación en alternancia. 
Sujetos y duración. El contrato en alternancia 
se configura como contrato de trabajo que 
compatibiliza actividad laboral retribuida 
con procesos formativos de FP, estudios 
universitarios o especialidades del Catálogo del 
SNE, exigiéndose conexión directa entre tareas 
y formación y la existencia de programa y plan 
formativo individual. La duración debe estar 
entre 3 meses y 2 años (con posible desarrollo no 
continuado y ampliación de un año para personas 
con discapacidad, capacidad intelectual límite 
o exclusión social) y el trabajo efectivo no puede 
superar el 65% de la jornada máxima el primer 
año ni el 85% el segundo. 

5. Contrato de formación en alternancia. 
Objeto. Se imponen obligaciones formales 
intensas: la empresa debe verificar antes de 
contratar la existencia de actividad formativa 
adecuada, suscribir convenios de cooperación 
con los servicios públicos de empleo o entidades 
formativas y elaborar, junto con el centro, un plan 
formativo individual que se anexa obligatoriamente 
al contrato. La norma regula el contenido mínimo 
de convenios y planes (itinerario formativo-laboral, 
objetivos medibles, calendario, coordinación 
centro-empresa, tutorías, evaluación, vacaciones 
y periodos no lectivos) y refuerza el derecho de 
información de la representación legal de las 
personas trabajadoras, que debe recibir copia 
del plan. Se establece una doble tutoría (en la 
empresa y en el centro formativo), con requisitos 
de experiencia y formación, límite máximo de 
personas tutoradas simultáneas (5, o 3 en centros de 
menos de 30 personas) y obligación empresarial de 
garantizar tiempo y medios, pudiendo financiar la 
tutorización mediante bonificaciones específicas. 
La formación vinculada al Catálogo del SNE 

Real Decreto 1065/2025, de 26 de noviembre, por el que 
se desarrolla el régimen del contrato formativo.
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permite impartición en la propia empresa si está 
inscrita como entidad formativa, introduciendo 
reglas específicas de contenidos, modalidades 
(incluida la formación complementaria hasta el 
40% del tiempo formativo, ampliable al 60% para 
personas con discapacidad/capacidad intelectual 
límite) y financiación por bonificaciones.

6. Contrato de formación en alternancia. 
Retribución. Se fija un mínimo del 60% 
(primer año) y 75% (segundo año) del salario del 
grupo profesional correspondiente, siempre en 
proporción al tiempo de trabajo efectivo y nunca 
por debajo del SMI proporcional; se prohíbe el 
período de prueba en esta modalidad. Se vetan 
horas extraordinarias y trabajo nocturno o a 
turnos, salvo supuestos excepcionales vinculados 
estrictamente a la adquisición de competencias 
cuando no puedan realizarse en otros períodos.

7. Contrato para la obtención de práctica 
profesional. Sujetos y duración. El contrato 
de prácticas se dirige a personas con título 
universitario o de FP (grados C, D o E, u otros 
títulos equivalentes artísticos o deportivos) y debe 
concertarse en los 3 años siguientes a la terminación 
de los estudios (5 años en caso de discapacidad o 
capacidad intelectual límite). Su duración se sitúa 
entre 6 meses y 1 año, ampliable hasta 2 años para 
determinados colectivos vulnerables, y no podrán 
celebrarse contratos de esta modalidad cuando 
exista experiencia previa en la misma actividad y 
empresa superior a 3 meses.

8. Contrato para la obtención de práctica 
profesional. Retribución, periodo de prueba 
y formación. La retribución será la fijada en 
convenio para este tipo de contratos o, en su 
defecto, la del grupo profesional correspondiente, 
pero nunca inferior a la retribución mínima del 
contrato en alternancia ni al SMI proporcional; se 

admite periodo de prueba de hasta un mes salvo 
mejora convencional. También en esta modalidad 
se exige plan formativo individual y persona 
tutora en la empresa, y se impone la obligación de 
entregar a la finalización una certificación de la 
práctica realizada sin efectos académicos.

9. Disposiciones comunes. Control y 
fraude. Todas las empresas pueden solicitar al 
servicio público de empleo información sobre 
contratos formativos previos de la persona 
candidata, con valor liberatorio respecto a 
la duración máxima si la administración no 
responde en plazo. El contrato formativo debe 
formalizarse siempre por escrito, indicando 
duración, puesto y anexando el plan formativo 
(y, en su caso, el convenio de cooperación), con 
comunicación obligatoria al SEPE en 10 días 
tanto de la celebración y prórrogas como de la 
extinción. La representación legal de las personas 
trabajadoras tendrá derecho a recibir copia básica 
de los contratos formativos suscritos y copia del 
plan formativo individual

10. Disposiciones comunes. Duración 
y Seguridad Social. La norma precisa el 
régimen de interrupción del cómputo de 
duración (incapacidad temporal, nacimiento, 
adopción, riesgo durante el embarazo, violencia 
de género y sexual, entre otros), prevé la 
conversión en indefinido cuando se sobrepase la 
duración máxima sin denuncia o se incumplan 
las condiciones formativas, y establece que 
los contratos celebrados en fraude de ley o 
sin contenido formativo real se entenderán 
indefinidos ordinarios. Se reconoce la protección 
plena de Seguridad Social (incluido desempleo 
y FOGASA) y se definen regímenes específicos 
para programas públicos de empleo-formación, 
personas con discapacidad/capacidad intelectual 
límite y supuestos de arraigo socioformativo.
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El pasado 26 de noviembre se aprobaba 
la Directiva (UE) 2025/2450 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, que modificaba de 
forma profunda la Directiva 2009/38/CE so-
bre la constitución y al funcionamiento de los 
comités de empresa europeos y la aplicación 
efectiva de los derechos de información y con-
sulta transnacional. Los objetivos principales 
de la reforma son reforzar los derechos de los 
trabajadores en procesos de reestructuración 
transnacional y eliminar las exenciones histó-
ricas que permitían a muchas multinacionales 
operar con estándares inferiores.

Detallamos a continuación las novedades 
más destacadas:

1. Ampliación del ámbito aplicación: 
se amplía la definición de asunto 
“transnacional”. Ahora se considera asunto 
transnacional no solo aquel que afecta a varios 
países, sino también aquel que, ocurriendo en 
un solo país, tiene consecuencias previsibles 
en trabajadores de otro Estado miembro.

2. Reforzamiento de la consulta que 
habrá de ser previa y significativa, real y 
efectiva, en un momento en que la opinión 
del CEE aún pueda influir en la decisión 
final de la dirección evitando que se convierta 
en un mero trámite burocrático posterior a 
la toma de decisiones. La dirección central 
está obligada a dar una respuesta razonada 
a cualquier dictamen emitido por el CEE 
antes de adoptar la decisión definitiva. 
Por otra parte, se restringen los supuestos 
en los que la empresa no está obligada a 
transmitir información “confidencial” que 
se circunscriben a los supuestos en los que la 
naturaleza de dicha información sea tal que, 
según criterios objetivos establecidos por los 
Estados miembros, su transmisión pudiera 

perjudicar gravemente el funcionamiento de 
las empresas.

3. Eliminación de las “exenciones his-
tóricas”. Hasta ahora, muchas multinacio-
nales operaban bajo acuerdos firmados antes 
de 1996 (o entre 2009-2011) que las eximían 
de cumplir con los estándares mínimos de la 
directiva vigente. La nueva directiva elimina 
estas exenciones, conocidas como acuerdos 
del Artículo 13, y establece que todas las em-
presas con acuerdos antiguos deberán adap-
tarlos a los nuevos estándares o renegociarlos. 
Si no lo hacen, se les aplicarán los requisitos 
subsidiarios (las normas por defecto de la di-
rectiva) de forma automática.

4. Objetivo equilibrio género: el 
acuerdo sobre el CEE debe incluir mecanismos 
concretos para lograr que el género menos 
representado constituya al menos el 40 % de 
los miembros del CEE y, en su caso, del comité 
restringido.

5. Mayores medios al CEE. Se elimina 
la limitación de financiación a un solo 
experto. La empresa deberá asumir los 
costes razonables de los expertos (incluyendo 
asesoramiento jurídico) que el CEE necesite 
para sus funciones. La empresa deberá cubrir 
los gastos judiciales en los que incurra el 
CEE si necesita acudir a los tribunales para 
defender sus derechos o hacer cumplir la 
directiva. Se refuerza asimismo el derecho a 
la formación de los miembros del CEE sin 
pérdida de salario.

La potenciación de los Comités de Empresa Europeos: 
la Directiva 2025/2450.
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Jurisprudencia. El Tribunal Supremo confirma que la solicitud empresarial de 
justificación del uso del crédito horario sindical no constituye, por sí sola, una 
vulneración del derecho a la libertad sindical.

El Tribunal Supremo confirma su doctrina sobre la licitud de la exigencia de una 
justificación, genérica, de la utilización del crédito horario por parte los representantes de 
los trabajadores so pena de considerarse como ausencias no justificadas. 

La empresa requirió a todas las secciones sindicales con representación que justificaran 
el uso de las horas sindicales correspondientes a los primeros meses del año. Mientras 
que algunas de ellas respondieron al requerimiento, una de ellas rehusó hacerlo alegando 
que la ley no le obliga a ello.

Como consecuencia, la empresa abrió expedientes disciplinarios a varios representantes 
de dicha organización. La organización que no respondió interpuso demanda por supuesta 
vulneración del derecho a la libertad sindical, solicitando indemnización por daños 
morales y el cese de las actuaciones empresariales.

Aun reconociendo que el disfrute del crédito horario forma parte del contenido esencial 
de la libertad sindical, el Tribunal rechaza que la solicitud de una justificación genérica 
constituya una injerencia ilegítima en la libertad sindical, y se aclara que las sanciones 
impuestas a determinados representantes no fueron por la negativa colectiva de su 
organización, sino por no haber respondido a requerimientos individuales. 

El Tribunal Supremo, en reiteración de dos sentencias precedentes, considera que dado 
que se estamos ante el disfrute de un permiso retribuido, su utilización se encuentra 
sujeta a los principios de buena fe y proporcionalidad.  Valorando que, en consecuencia, 
resulta justificado que la empresa pueda ejercer un cierto control legítimo, especialmente 
con el fin de prevenir posibles abusos y garantizar la adecuada organización del trabajo. 
La solicitud de una justificación genérica y no individualizada, dirigida a todas las 
secciones sindicales por igual, se considera, de esta forma, una medida proporcionada y 
no discriminatoria.
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Jurisprudencia. Trabajo a tiempo parcial y la percepción de pluses salariales. 
No admisible la justificación en la mayor disponibilidad o el menor descanso del 
personal a tiempo completo.

El art 4 de la Directiva 97/81/CE del Consejo reconoce normativamente el principio de no 
discriminación de los trabajadores a tiempo parcial al establecer que «por lo que respecta 
a las condiciones de empleo, no podrá tratarse a los trabajadores a tiempo parcial de 
una manera menos favorable que a los trabajadores a tiempo completo comparables 
por el simple motivo de que trabajen a tiempo parcial, a menos que se justifique un 
trato diferente por razones objetivas, estableciéndose que «cuando resulte adecuado, se 
aplicará el principio de pro rata temporis». Análogamente, el art. 12.4.d) del Estatuto 
de los Trabajadores establece que «Las personas trabajadoras a tiempo parcial tendrán 
los mismos derechos que los trabajadores a tiempo completo. Cuando corresponda en 
atención a su naturaleza, tales derechos serán reconocidos en las disposiciones legales 
y reglamentarias y en los convenios colectivos de manera proporcional, en función del 
tiempo trabajado, debiendo garantizarse en todo caso la ausencia de discriminación, 
tanto directa como indirecta, entre mujeres y hombres.

En base a dicho marco normativo la STS 1062/ 2025 confirma la nulidad de los preceptos 
del XXII Convenio colectivo de Iberia LAE Operadora. que reservan a los trabajadores fijos 
discontinuos a tiempo completo el denominado “plus de trabajadores fijos discontinuos” 
y excluye de ese derecho a los trabajadores fijos discontinuos a tiempo parcial, sin 
aplicar el principio pro rata temporis. Considera el Tribunal que la justificación de la 
diferencia de trato debe fundarse en elementos precisos y concretos que caractericen la 
condición de empleo de que se trate, debiendo verificarse con arreglo a criterios objetivos 
y transparentes que la desigualdad responde a una necesidad auténtica, que permita 
alcanzar el objetivo perseguido y resulte indispensable al efecto. A estos efectos, considera 
que no constituye un elemento justificativo la diferencia en el número de horas trabajadas 
o número de horas de descanso, que no son sino una mera consecuencia de la diferencia 
entre tiempo completo y tiempo parcial y solamente pueden justificar la aplicación del 
principio pro rata temporis. 

Esta sentencia enfatiza la imperiosa necesidad de realizar auditorías exhaustivas de las 
estructuras salariales contempladas en los convenios colectivos y pactos de empresa, 
particularmente en lo que concierne a los complementos salariales que se asignan 
exclusivamente a trabajadores a tiempo completo.  Esta auditoría debe llevarse a cabo 
con el fin de garantizar que dichos complementos se fundamenten en una justificación 
objetiva y robusta, que trascienda la mera carga horaria, con el objetivo de mitigar el 
riesgo de posibles contingencias derivadas de una eventual declaración de nulidad por 
discriminación.  Dicha declaración podría acarrear el pago retroactivo de retribuciones 
no abonadas, la imposición de sanciones por discriminación y daños reputacionales 
significativos para la organización.
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La información contenida en este Boletín constituye una síntesis que no puede ser aplicada sin un asesoramiento legal previo.

Jurisprudencia. La “garantía de indemnidad” no es una patente de corso cuando se 
comete una infracción grave.

La garantía de indemnidad supone que los trabajadores que hayan ejercitado acciones 
judiciales o denuncias contra su empleador están protegidos frente a represalias 
empresariales derivadas de aquellas acciones. Esta protección, sin embargo, no alcanza a 
aquellas sanciones que tiene su origen en incumplimientos laborales reales y acreditados. 
La clave reside en que la empresa pueda demostrar una causa objetiva, proporcionada 
y suficientemente grave que justifique la sanción, desconectándola de cualquier ejercicio 
legítimo de derechos por parte del trabajador.

Una situación que es la que resuelve una reciente sentencia del TSJ de Cataluña en la 
que un conductor-mecánico de una empresa de transporte fue sancionado con 28 días de 
suspensión de empleo y sueldo tras provocar un incidente de seguridad en instalaciones del 
cliente. El 18 de abril de 2023, mientras se realizaba la carga de mercancía en el remolque, 
el trabajador arrancó y movió el camión sin verificar que la operación hubiera finalizado, 
provocando que la carretilla elevadora (3.000 kg) quedara suspendida en el aire con el 
operario en riesgo de caída desde altura superior a un metro. El trabajador impugnó la 
sanción alegando vulneración de la garantía de indemnidad, argumentando que se trataba 
de una represalia por haber presentado previamente reclamaciones judiciales (diferencias 
salariales, conciliación familiar) y denuncias ante la Inspección de Trabajo contra la 
empresa.

El TSJ de Cataluña desestima el recurso y confirma la sanción impuesta, fundamentando 
su decisión en dos ejes. En primer lugar, y aunque reconoce la existencia de un “panorama 
indiciario” (el trabajador había ejercitado acciones judiciales previas), considera que la 
empresa logró destruir la presunción de represalia al 1) quedar acreditados objetivamente 
los hechos; 2) quedar acreditada la gravedad intrínseca de la conducta con violación 
flagrante de los protocolos de seguridad, sin ser relevante que se materializase el daño; 3) 
demostró haber sancionado a otros trabajadores ante hechos similares.  De esta forma, 
los trabajadores que hayan ejercitado acciones judiciales o denuncias contra su empleador 
están protegidos frente a represalias, pero esta protección no alcanza a incumplimientos 
laborales reales y acreditados. La clave reside en que la empresa pueda demostrar una causa 
objetiva, proporcionada y suficientemente grave que justifique la sanción, desconectándola 
de cualquier ejercicio legítimo de derechos por parte del trabajador.

Algunas consideraciones que extraer para garantizar o reforzar la viabilidad jurídica de las 
sanciones disciplinarias, especialmente cuando exista conflictividad previa con la persona  
trabajadora:

1. Documentar exhaustivamente los hechos constitutivos de falta, preferiblemente con 
testigos externos y evidencias objetivas.
2. Mantener protocolos escritos de seguridad y prevención, acreditando su 
comunicación y formación a la plantilla.
3. Aplicar los criterios sancionadores de forma homogénea, evitando diferencias de 
trato injustificadas entre las personas trabajadoras.
4. Cumplir escrupulosamente el procedimiento disciplinario (pliego de cargos, 
audiencia, plazo de prescripción).


